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RESUMEN
Este artículo parte de la tesis, que se analiza sobre todo desde la perspectiva
teórica, de que los mercados de la realidad no se han comportado como mecanis-
mos de asignaciónequitativa, justa, respecto de los bienes y recursos ambientales,
tradicionalmente de propiedad colectiva, por causas muy diversas y, ello no sólo
desde un enfoque intertempora], sino también en el caso de adoptarse una apro-
ximación destinada a valorar su funcionamiento desde criterios de eficiencia
estática.
Las razones principales que se aportan para justificar la tesis yio para explicar la
aparición de externalidades se relacionan con los conceptos y medidas del «valor»,
con los «fallos del marcado» y con la incorrecta definición de los «derechos de pro-
piedad» en la colectividad.
Por último, se revisan las dos aproximaciones básicas y distintas a la corrección
de las externalidades negativas o a la internalización plena de los costes sociales del
uso-abuso de los bienes y recursos ambientales: el «mercado» o el «Estado», citan-
do los puntos fundamentales de ambas pautas de acción, de las «soluciones coasia-
nas» y ~<pigouvianas»,y las recomendaciones de sus principales continuadores,
para acabar mencionando las políticas ambientales correctora y preventiva, así
como citando los instrumentos regulatorios y económicos de intervención que se
han venido utilizando en las economías occidentales a lo largo de las últimas déca-
das, para proteger el medio ambiente.
PALABRAS CLAVE: Medio ambiente, Externalidades, Ética, Fiscalidad ambien-
tal, Mercados ambientales.
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SUMMARY
The point of departure of Ihe article is te weil know tesis, which is analysed
basically from [he teorethic pint of view, that the markets functioning in our time,
being [he general asignative mechanisms between eeonomic agents, are not reaching
equity or justici in relation [o environmental goods and resources which mosty
are of collectivy neture. Several reasons [o explain that point are mentioned from an
inter temporal perspective aud also focusing [he market results from [he point of sta-
tic efficiency.
The basic reasons offered tojustify that [hesis et/or to explain [he emergence
of extemalities are related [o: concepts and measures of «value», [he «market» fai-
lure» and [he non adequate definition and distribution of «property rights» within
society.
Next [o it, [he article briefly exposes [he two basic [heoretie potions [o correct
negative extemalities or [o fully intemalise [he social cost of use/abuse of environ-
mental goods and resources; «the niarket» or «[he state», revising the insights of
both, [he «coasian solutions» and [he «pigoilvian solutions» and aÑo tibe concLus¡ons
of their most importanh developments. The artiche ends with a reference [o envi-
ronmental policies [bat has being taken place in western economies in our days,
corrective and preventive, and also mentioning [he major regulatory and economic
instruments [o protect environment.
KEY WORt)S: Environmen[, eternalities, ethics, environmental fiscal instuments,
environmental markets.
RÉSUMÉ
L’article soutient comme [hése, qui est analysée surtout du point de vue théori-
que, que les «marchés» de la réalité ne sont pas comportés, comme de mécanismes
d’assignatión équitative, juste, au sujet des bien et des ressources naturelles et
ambientales. quitraditionnellement appartiennent ‘a la collectivité, pour des ra¡sons
trés diverses. Cette position est défendue non seulement depuis la perspective
intertemporelle mais ainsi dans le cas d’adopter une approximatio destinée á valo—
riser son fonctionnement ~ partir de critéres defficience statique.
Les principales raisons apportées pourjustifier cette position et/ou pour expil-
quer l’apparition des externalités sont en realtion ayee les concepts e[ les measures
de la «valeur», et les «fracas du marché» et la définitión incorrecte desd «droitis des
propriété» dans la société.
Finalement 1’aniele est destiné ‘a réviser les deux grand et diverses approxi-
mations conformes afin de corriger les externalités négatives ou d’atteindre Fin-
ternalisation totale des cofl[s sociaux dérivés de l’utilisa[ion des biens e[ ressour-
ces de l’environement: les «marchés» ou «l’E[at», faisant mention des points
fundamentaux des deux positions nettement diversifiées, des «solutions coasianes»
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et des «solutions pigouvianes», ainsi que les recommendations des leurs princi-
paux partisans. Comme point final, [‘article fait mention des politiques de l’envi-
ronement, de correction et de prévention, ainsi que des instmments régulatoires et
économiques, utilisés dans les économies occidentales pour l’intervention de
l’administration publique au cours des derniéres décades afin de protéger l’envi-
ronment.
MOTS CLÉS: Environment, externalités, equité, fiscalité ambientalle, marchés
ambientalles.
1. LA TRAGEDIA DE LOS BIENES COMUNALES
Un famoso y ya antiguo artículo de Garrett Hardin, titulado «La tragedia de los
bienes comunales» 1 y publicado en 1968, en un momento de escasa relevancia de la
problemática ambiental, puso de manifiesto con toda claridad que los bienes de
dominio público (como los pastos comunales en el artículo citado), propiedad de
una colectividad de individuos, tienden a ser sobre explotados por el conjunto de
modo que puede llegar a ocurrir que aquellos se agoten completamente, llegando
incluso a dejar de existir a largo plazo.
La tragedia consiste en que a nadie le interesa preocuparse por las consecuen-
cias colectivas de su comportamiento individual, aun siendo el mismo contrario
incluso a los propios intereses particulares del momento presente. Y, lo que es mas
grave aún desde muy diversas perspectivas, la tragedia mayor si cabe, es que nin-
guno de estos propietarios del pasto comunal se interesará por las consecuencias
sobre terceros de la desaparición a largo plazo del recurso; hablamos de terceros
con relaciones de algún tipo con el recurso, como por ejemplo, los vecinos de
municipios limítrofes o los mismos propietarios de los pastos, de generaciones
venideras.
En efecto, el ejemplo de los pastos comunales utilizado por Hardin deja paten-
te que, aunque los propietarios del recurso son conscientes de la disminución del
rendimiento medio del pastizal por cada incremento unitario de las cabezas de
ganado, a partir de un determinado número de cabezas y de que, por tanto, la
introducción de una nueva cabeza de ganado irá en detrimento de todos los gana-
deros e incluso del mismo que realiza la acción (suponiendo que ya había pastando
otras cabezas de su propiedad, introducidas con anterioridad en el cercado), ningu-
no se abstendrá de incrementarías porque sólo soporta, haciéndolo, una mínima par-
te de los costes de su actuación. Los costes que soporta son los que se derivan de la
reducción de la alimentación por cabeza, multiplicada por el número de cabezas de
ganado de su propiedad; los costes que no soporta son los de esa reducción de la ali-
mentación media multiplicada por las cabezas de ganado que, estando en el pastizal,
no son de su propiedad.
I-IAROING. G.: «The Tragedy of the Commons», Science, 162, págs. 1243-1248.
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La lección en términos de teoría económica que Hardin proporciona es clara:
Aún siendo la informacióncorrecta y suficiente 2 los agentes económicos tenderán
a sobreexplotar los recursos de propiedad colectiva, siempre que para usarlo tengan
que correr con un coste marginal de utilización o lo que es lo mismo, tengan que
pagar un precio, inferior al beneficio marginal que obtienen de la misma.
La conclusión que se obtiene del ejemplo de Hardin, en términos de ética
social, es menos clara sin embargo.
Puede parecer obvia la moraleja, el mensaje, de que la tragedia descrita deriva
de la ausencia de planteamientos de ética social en los agentes económicos los cua-
les, por otra parte, son conducidos por su egoísmo a perjudicarse también puesto
que, como puede comprobarse, «en el pecado, llevan su penitencia». Si todos los
ganaderos tuvieran en cuenta la «carga útil del pasto ~» y la respetaran por motivos
éticos (los de carácter individual y referidos a la situación concreta son suficientes),
ninguno de ellos introduciría una cabeza mas de ganado en el pastizal, una vez com-
pletado el número de ellas que, como máximo, el prado puede alimentar sin riesgo
de desaparición a largo plazo.
Esta conclusión de que los recursos naturales de propiedad o uso común corren
el riesgo ser sobreexplotados por la colectividad por carecerse en ella de los mas
elementales planteamientos de ética social, por la ausencia de consideiación alguna
a valores distintos del puro interés individual, parece difícil de aceptar para los eco-
nomistas, sin mayor profundización.
Ciertamente, los economistas educados en la tradición neoclásica del pensa-
miento económico estamos tentados de modo sistemático, quizás sesgadamente, a
razonar teniendo como premisa tácita, ¡rioralmente respetable y éticamente justa,
que la búsqueda del interés individual logra, al mismo tiempo, el interés colectivo ~.
~Es que los ganaderos de la tragedia de los bienes comunales no buscan, a
caso, su interés individual al introducir sucesivamente nuevas cabezas de ganado
en el pastizal?; ¿Por qué no consiguen, haciéndolo, satisfacción alguna del interés
colectivo sino que, por el contrario, al tennínar por agotar el pastizal e, incluso, a
partir de un determinado momento, se perjudican ellos mismos? ¿Es que lo que ha
sido un dogma para los economistas desde el último cuarto del siglo XVIII, es fal-
so?
No parece fácil responder con unas simples sentencias a estas últimas cuestio-
nes, igual que no es sencillo explicar, a gusto de todos, si son problemas económi-
cos, eticos o de falta de conocimiento, o defectos graves de información general y
particular de los agentes implicados los que permiten explicar la «tragedia de los
bienes comunales». Posiblemente, en el caso analizado concurrirá una adecuada
2 Que podría resumirse diciendo: a partir de un determinado momento, que ha llegado ya para un
detérminado recurso (el pasto del terrero comunal, en el ejemplo propuesto), se cumple la «ley de ren-
dimientos decrecientes».
Debe entenderse por «carga útil del pasto» el número de animales que un determinado terreno pue-
de alimentar a largo plazo.
No debe olvidan-se que Adam Smith, fue profesor de Filosofía Moral, de lo que se deduce que, al
menos en sus Inicios, la Ciencia económica y la Ética estaban profunda y públicamente conectadas.
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selección de todas estas múltiples causas, por la cual le sea inaplicable la máxima
Smithiana de la «mano invisible».
En efecto, en el ejemplo que nos proporciona hoy el hilo argumental para iniciar
estas reflexiones, no existen los precios. Ciertamente, los ganaderos no han de pagar
un precio por introducir nuevas cabezas de ganado en el pastizal, aunque para ellos,
los costes de su acción afloran a partir de un determinado momento, a partir del
momento en que el numero de cabezas supera el óptimo de explotación, Y no existen
precios porque no hay mercado o, lo que es lo mismo, porque no hay distinción entre
oferentes y demandantes de los servicios que proporciona el recurso que se utiliza.
Pero es que ademas, el conjunto de los propietarios de la totalidad del recurso,
que se llamarían oferentes del mismo si hubiera mercado para los servicios que
presta dicho recurso, no son capaces de cooperar para encontrar una solución al pro-
blema colectivo e individual que sufren en cuanto se produce su sobreexplotación,
a pesar de la escasa dimensión de la población que habría de negociar y de los apa-
rentemente bajos «costes de transacción» en terminología de Coase ~. En efecto, la
misma consolidación en el tiempo de la tragedia de los comunales que se infiere de
la posibilidad de agotamiento del recurso a largo plazo, mencionada por Hardin,
descaliftca la solución al problema propuesta por el paradigma de los «derechos de
propiedad» sin una instancia superior que asigne y/o distribuya tales derechos
entre los particulares con criterios de justicia de general aceptación ~.
Las soluciones posibles son muy variadas, sobre todo si se practican adecuada-
mente y funcionan bien, pudiendo mencionarse, al menos, las dos que se sitúan en
los límites de la polémica doctrinal: la privatista, encuadrada en el paradigma de los
«derechos de propiedad», que comienzaría por dividir el pastizal en tantas partes alí-
cuotas idénticas como propietarios existan en el momento de alcanzarse el óptimo
de explotación del recurso y, por otra parte, la intervencionista, la partidaria de la
acción pública que, en su aproximación más tradicional, llevaría a la decisión de no
permitir la entrada a ninguna nueva cabeza de ganado al pastizal, una vez alcanza-
do su óptimo de explotación, con la adopción de los procedimientos adecuados de
control y vigilancia necesarios para que la orden fuera acatada.
Pero permitanme, antes de adentranne por este complejo mundo de las alterna-
tivas para la solucióndel problema de los bienes comunales, que mencione algunos
RoNAIn COAsE: «The problem of social eost», Jaurnal ofLaw ahd Economics, vol. 1, 1960, págs.
1-44.
6 Esta es una limitación a la «solución de mercado» del problema de la sobreexplotación de los recur-
sos naturales. Sus partidarios mencionan como virtud principal de la misma que permite prescindir de la
arbitrariedad de las decisiones «políticas» puesto que, una vez asignados los derechos de propiedad
sobre los recursos naturales y ambientales a los particulares, éstos negociarán entre si en los mercados que
se formarán de modo que, persiguiendo su propio interés, conseguirán protegerel interés colectivo, es
decir, la supervivencia del recurso a largo plazo y sus servicios en cantidad y calidad. Pero qué mayor
arbitrariedad cabe que la transcendental decisión de asignar individualmente los derechos de propiedad
sobre los recursos y bienes públicos o comunales a los particulares en un determinadomomento del tiem-
po; ¿Con qué criterios hade hacerse esa distribución?; ¿Quién protege Jos derechos de las generaciones
futuras, el derecho privado del país que la practique, quizás?; ¿Quien es la autoridad competente para asig-
narlos, en caso de tratarse de recursos cuya incorrecta utilización genera problemas ambientales globales?
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otros aspectos que también pueden explicar su misma aparición y que son en menor
medida identificables que las dos causas o razones ya mencionadas.
Una de ellas es que los agentes económicos tienen muy confusas nociones, y
por tanto muy incorrecta percepción, del problema del valor. En la medida en la
que este problema no se resuelva adecuadamente, las decisionesque se adopten, ya
sea por el propietario de cada parcela del antiguo pastizal comunal, ya por los
representantes políticos de la colectividad de propietarios del bien comunal, respecto
al ritmo de utilización del recurso o de sus servicios, con relación al nivel de los pre-
cios de los productos que del mismo se obtienen, cualquiera que sea el régimen con-
tractual de su utilización (venta de hierba, arrendamiento/venta de la tierra, conce-
sión administrativa, etc.), etc., corren el altísimo riesgo de no ser adecuados al
mantenimiento del recurso, con sus tradicionales rendimientos en términos de
capacidad de alimentación de «n» cabezas de ganado, ni para sus propietarios
actuales ni para las generaciones venideras.
La otra referencia que quiero hacer es a la visión de otros pensadores y filósofos
y algunos partícipes en movimientos ecologistas, que opinan que la causa mayor de
la sobreexplotación de los recursos naturales (y, por tanto, de la aparición de la <dra-
gedia de los comunales» en particular — dirían —) es el abuso de la tierra por par-
te de la humanidad en general (y de los ganaderos, en nuestro ejemplo) que sólo se
resolverá mediante un «pacto de alianza con la tierra (que reconozca que) la tierra
no es un objeto de conocimiento ni de codicia, (sino que) la tierra es parte de
nosotros mismos, de nuestro Si» ~.
Si estas explicaciones, individualmente consideradas, son ya capaces de expli-
car la «tragedia de los bienes comunales» para los propietarios del bien comunal en
el momento presente, no digamosnada de su auténtico poder de convicción sobreel
observador cuando se combinan para la explicación del mismo tema y centran su
atención no sólo sobre el problema de los concretos ganaderos propietarios del pas-
tizal, sino también sobre los perjuicios que sufrirán otros individuos coetáneos, no
propietarios del recurso pero que viven o visitan el lugar, y los que se añadirán
sobre las generaciones venideras de propietarios y no propietarios pero beneficia-
nos, en alguna medida, del mismo pastizal.
En una palabra, la conclusión es aún mas preocupante si se piensa en cómo que-
darán defendidos los intereses de los no propietarios del pasto comunal, los demás
individuos que viven en municipios limítrofes pero que pasean por esos parajes y
disfrutan de su paisaje, por ejemplo, y los de las generaciones futuras, descen-
dientes de unos y otros afectados directa e indirectamente por el mismo asunto.
Con estas expresiones quiero referirme al tema de las externalidades y al del
mantenimiento del stock de capital natural para las generaciones futuras; temas a los
que la literatura económica actual denomina de este modo pero que desde antiguo
RAIMON PANIKKAR: Ecosofía, Para una espiritualidad de la tierra, San Pablo, Madrid, 1994,
págs. 139 y Ss.; especialmente, pág. 150, entrecomillada en texto, donde los paréntesis han sido intro-
ducidos por la autora.
Extemalidades tecnológicas y no extemalidades pecuniarias, en las acepciones que a estos con-
ceptos se les da en el epígrafe 4 postenor.
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han preocupado a filósofos, científicos de la naturaleza, sociólogos, humanistas,
etc.; estos temas se han constituido en aspectos de indudable «vis atractiva» en el
siglo y sobre ellos se han volcado con mayor o menor intensidad . en toda época,
amplias consideraciones, numerosas y diversas teorías explicativas e incluso reme-
dios y políticas para su vigilancia, ordenación y protección.
2. LA ÉTICA DE LOS MERCADOS
Al referirme antes brevemente a quien es generalmente considerado como el
responsable, aunque no único pero si máximo, de que la Economía se haya con-
vertido en una ciencia autónoma, al mencionar a Adam Smith, decía que como
consecuencia de su interpretación del papel que juega el «mercado» como meca-
nismo de asignación de recursos, bienes y ,en general, de cualquier objeto que en él
se negocie, los economistas occidentales consideramos que cuando los mercados
funcionan en determinadas condiciones —en competencia perfecta— permiten
que quienes a ellos concurren —oferentes y demandantes—, persiguiendo su propio
interés individual, logren el interés colectivo, al mismo tiempo.
Mi intención no es la de justificar o criticar ahora, desde la perspectiva teórica,
esta creencia, dogma principal de la «fe liberal»; diré, sin embargo, que bien porque
la realidad no ha permitido la misma existencia de mercados para todo lo que exis-
te y, además, en competencia perfecta, bien porque los responsables políticos de las
naciones no han creído en el mundo ideal de Adam Smith, se ha demostrado
incierto en los últimos dos siglos y cinco lustros que los mercados de la realidad
hayan generado el bienestar colectivo a pesar de haber funcionado éstos, eso sí,
como lugares hipotéticos a los cuales los concurrentes acudían actuando movidos
por su interés individual.
Los hechos a lo largo de tantos años muestran a las sociedades en busca de otras
instancias, otros sistemas distintos a los mercados para introducir dosis de atención
al interés colectivo y/o para dar paso a los comportamientos éticos de unos grupos
humanos en relación con otros, menos favorecidos desde perspectivas y parámetros
diversos, y todo ello porque los estados de necesidad de algunos seres no son justos
a juicio de la mayoría, porque el agotamiento de detenninados recursos naturales no
se considera aceptable éticamente a finales del siglo xx, etc.
Es decir, el sentimiento ético de la mayoría de las sociedades actuales, inde-
pendientemente de su nivel en cada época, país, etc. y de los aspectos en que se cen-
tre su atención, no ha aceptado determinados resultados de la «economía de mer-
cado» y ha tratado de corregirlos mediante fórmulas diversas siendo la que adquiere
mayor cuota de implantación la que consiste en encomendar al Estado, al sector
público, la corrección o mejorade las soluciones a las que dicho sistema económi-
co imperante llega por sí solo.
Responsables en cada época histórica concreta de su «riqueza» o, lo que es lo mismo, de la de sus
ciudadanos, del bienestar colectivo, diríamos en terminología actual.
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¿Podría sostenerse, pues, que la atribución al Estado de un papel cada vez mas
intenso en el funcionamiento de la economía, a través del horizonte temporal de los
últimos dos siglos, ha venido justificado por la inadecuada respuesta que los mer-
cados iban proporcionando al sentimiento ético de la sociedad? ¿Es que, acaso, los
mercados o su funcionamiento dinámico están en contradicción con la éticaperso-
nal y colectiva? ¿ Habremos estado asistiendo, sin saberlo, a una nueva versión del
desprecio judeocristiano hacia los mecanismos que generan el intercambio, en
lugar de estar viviendo en una nueva era en cuanto al juicio ético de los mercados
que creíamos iniciada a fines del siglo xíx lo?
Responder a estas cuestiones no es sencillo; la teoría económica es convincen-
te en demostrar que si la competencia perfecta existe, los mercados no dividen en
ganadores y perdedores a quienes protagonizan en ellos el intercambio. Sin embar-
go, nadie ha visto nunca funcionar economía alguna en competencia perfecta; en la
realidad; por tanto podría subsistir en la vida real, que es la que a la colectividad le
interesa — no así la teoría—, la opinión mayoritaria contraria a su functonanuen-
to satisfactorio desde la perspectiva de la ética.
De hecho, los términos «ganadores» y «perdedores» que parecían erradicados
del lenguaje habitual de los economistas hace veinte años han resurgido, de la
mano de los textos que contienen reflexiones teóricas e investigaciones sobre el
medio ambiente desde la perspectiva económica.
En sentido contrario, puede mencionarse la evidencia de que los concurrentes
a los mercados, sobre todo cuando en ellos se ha logrado una amplia competencia
entre los oferentes, salen mayoritariamente satisfechos de los intercambios a los
que han llegado, ya sean compradores, ya vendedores del objeto de negociación; la
razón quizás seaque las valoraciones subjetivas de quienes negocian, llegando pos-
teriormente a un pacto de intercambio, son distintas en cada caso, no siendo con-
trarias a la ética las diferencias de valoración entre sujetos acerca de un mismo
objeto.
Además, por otro lado, es aceptado por los economistas —desde el marginalis-
mo hasta nuestros días— aunque no sea mensurable ni material, que el adquirente,
el consumidor, cuando compra obtiene de forma gratuita un excedente de utilidad
sobre el sacrificio en el que incurre al pagar el precio acordado, excedente de utili-
dad que no coloca al vendedor en situación de «perdedor» siendo el excedente, al
mismo tiempo una «ganancia neta» para el comprador. Y, también que el oferente,
cuando vende a un precio acordado libremente por su parte y por el hecho de
hacerlo, obtiene una mejora relativa de su posición, con respecto a la que tenía antes
de celebrarse el intercambio. De este modo, en el mercado todos «ganan»
< La fecha mayoritariamente aceptada para la defunción de esta visión judeocristiana y por tanto
religiosa de los mercados y, en consecuencia, del comienzo de la consideración laica de los mismos, en
especial de los mercados financieros, es la dc 1884, en la que se publica el libro de Rhóm Bawerk, titu-
lado Capital e interés.
Defensores del mercado desde posiciones radicales, como la de Mandevitfr mantienen que en el
«mercado» los motivos inmorales y viciosos se transfonnn en bienes y que gracias al «mercado>~, los
vicios particulares son ventajas públicas.
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Así pues, al no haber evidencias concluyentes a favor o en contra de alguno de
los extremos de la disyuntiva, no resulta discordante concluirque el «mercado», en
abstracto o el propio de un sistema económico que funcione en competencia perfecta,
no parece estar en contradicción con la ¿tica individual. La institución del «mercado»
no tiene por qué favorecer o perjudicar el bagaje individual que acompaña a cada
concurrente, formado por dosis distintas del componente ético en el que estamos
interesados en esta ocasión; mas bien al contrario, por requerir necesariamente de la
«libertad» (contraria a la coacción) para funcionar adecuadamente, el «mercado»
representa una condición necesaria para el desarrollo de la ética individual.
El «mercado» es neutral, podríamos decir en resumen, frente al talante ético de
los concurrentes y responderá en términos de ética colectiva como resulte de la
agregación de los intercambios, voluntarios, en él realizados por individuos regidos
en sus comportamientos por su ética personal 2•
Como los mercados de la realidad no son ese «mercado» abstracto al que nos
hemos venido refiriendo ni, tampoco, las economías de mercado funcionan siguiendo
el modelo de competencia perfecta con todas sus exigencias, la respuesta a la primera
de aquella serie de cuestiones planteadas podría ser afirmativa. Me refiero a la pregunta
de si la intervención creciente del sector público en la economía podría estar correla-
cionada positivamente con la inadecuada respuesta que los mercados proporcionaban
a un conjunto de necesidades colectivas que no se consideraban suficientemente
satisfechas, de acuerdo con parámetros éticos mayoritarios entre los ciudadanos.
Tras una amplia experiencia, desarrollada a lo largo del siglo xx, de tendencias
favorables y contrarias a la regulación por el sector público de la dinámica del siste-
ma económico; tras un largo período de ensayar asignaciones de cuotas de actividad
mayores y menores al Estado en las economías mixtas en funcionamiento, sigue sin
haber consenso entre los expertos sobre la adecuada participación de ambas institu-
ciones «mercado» y «Estado» en devenir económico de la sociedad del siglo xxi.
Y en esta polémica un papel estelar está reservado a la controversia ética, sin
que pueda marginarse el que se asigna a la centrada en tomo a aspectos de pura teo-
ría económica e incluso a otros de carácter mas técnico como los de intentar cuan-
tificar y valorar en alguna unidad de medida objetiva las motivaciones, subjetivas,
para la actuación individual.
13. CONCEPTOS Y MEDIDAS DEL VALOR. ESPECIAL REFERENCIA
A LOS BIENES Y LOS RECURSOS AMBIENTALES
El acervo económico tradicional transmitido en la actualidad a los estudiantes
de estas materias en los paises occidentales da por demostrado y, por tanto, no se
2 En este sentido, R Runio DF. URQUÍA dice: «Un sistema de mercado no es algo estático sino algo
que se va creando y transfonwando permanentemente por las decisiones subjetivas individuales... Lo ét¡-
ca es, por lo tanto, lo que va dando sentido y estmcturación jerárquica a la acción personal y a la diná-
mica histórica»., en Etica, eficiencia y mercados, Fuenterrabía, agosto 1992, citada por J. J. FRANcH
MENEU: Problemas éticos de los mercados financieros, ponencia inédita, 1992, pág. 9.
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ocupa ya de considerar siquiera un tema tan popular hace décadas como era el
del valor y el precio de los bienes, servicios o recursos, objeto del intercambio
voluntario en los mercados. Y, sin embargo. en mi opinión, uno de los mayores
«fracasos» atribuidos hoy a la ciencia económica desde ámbitos científicos diver-
sos es el de haber propiciado un esquema de razonamiento respecto al precio de
los recursos del planeta, por el que se rige y funciona el subsistema económico de
la gran mayoríade los seres humanos, que es incompatible —en esencia—— con el
valor de dichos recursos desde la perspectiva de las ciencias de la naturaleza.
Ciertamente, la crítica no es baladí; personalmente no tengo formada una opi-
nión definitiva sobre si es la teoría económica, o es el esquema económico de
razonamiento respecto al precio de los recursos del planeta, o son las imperfeccio-
nes del funcionamiento de los mercados la causa/s que ha producido estos efectos
pero coincido con la conclusión a la que llegan los científicos de la naturaleza
dedicados a temas ambientales acerca de que los resultados, los precios de muchos
de estos recursos naturales, no son una buena aproximación a su verdadero valor.
habida cuenta de que con aquellos precios se ha producido la sobreexplotación de
algunos recursos y también el uso del medio ambiente, al menos en parte, como ver-
tedero de desechos procedentes de la producción.
Los mismos economistas son conscientes de estas paradojas, como ya ha que-
dado demostrado con la referencia a 1-1w-din y su «tragedia de los comunales»
además, encontrarse múltiples referencias desde los albores del siglo xx que
demuestran significativos grados de concienciación al respecto, en textos de nota-
bles economistas.
Tradicionalmente, los teóricos de la ciencia económica fueron conscientes de
que los recursos naturales eran escasos, unos en su cantidad (el carbón o el petró-
leo), otros en su calidad (el agua pura o no contaminada, el aire limpio o con míni-
ma concentración de gases perjudiciales para La salud o para el clima del planeta) y,
finalmente, otros, en su cantidad y calidad. ¿Como es posible, entonces que la
economía haya resuelto el problema de la escasez de manera tan deficiente, permi-
tiendo que el precio de los recursos no la revele adecuadamente?; ¿Por qué el precio
de muchos de estos recursos ha sido nulo en algunos casos o, en otros casos, inferior
al que correspondíaa su valor pára la humanidad en su conjunto, presente y futura,
y para los ecosistemas del planeta?; ¿Cómo puede explicarse que la economía
hace muy pocos años clasificara los bienes y recursos en libres y económicos?
Estas contradicciones tienen, al menos, un triple origen:
1.0 En primer lugar, la siempre compleja consideración por los economistas
del tema-problema del valor y su traducción a precios de mercado. Valor en uso,
valor en cambio o precio, valor-trabajo, valor presente, valor futuro, valor notencial.
valor legado, valor de existencia, valor intrínseco, valor de opción, valor economi-
co total ‘~. Cuando los economistas dedicados a temas ambientales tratan de la
‘> PEARCE, DAVID, W. y TtJRNFR. R. KERRY: Economía de los Recursos Naturales y del Medio
Ambiente, Celeste Ediciones, Madrid, 1995, pág. 174. definen el valor de uso dcferenciándolo de los
Ética, Fiscalidady Medio Ambiente 181
valoración de los recursos ambientales ponen de manifiesto que en estos se con-
centran con más intensidad que en otros recursos o bienes, las notas de irreversibi-
lidad, incertidumbre y singularidad, por lo que la valoración de los mismos es mas
difícil que la de los demás bienes y recursos.
Ademas, para hacer aún mas compleja la problemática en materia ambiental
existen tres acepciones particulares del concepto «valor», según ponen de manifiesto
Pearce y Turner. 14; en tenninologia de los autores, hay tres tipos de valores ambien-
tales relacionados: los valores expresados a través de las preferencias individuales;
el valor de preferencia pública y, el valor funcional del ecosistema físico y, también
se puede recurrir a numerosos métodos diferentes de medición de estos valores, ya
se trate de métodos directos como de métodos indirectos.
Dentro de los métodos directos se conocen, principalmente, los que recurren a
mercados sustitutivos y los que utilizan técnicas experimentales; como métodos
indirectos pueden calificarse los siguientes: el método de los precios bedónicos, el
método de la valoración contingente, el método del coste de viaje y otros menos
conocidos que, independientemente de su propia complejidad, son mas o menos
aptos para revelar la «disposición a pagar» de los individuos; concepto que, por otra
parte, no es generalmente aceptado como el mas útil para identificarlo al de «pre-
cio» del bien o del recurso ambiental. En efecto, ajuicio de otros expertos, el con-
cepto pertinente a efectos de fijar los precios de estos bienes o recursos en concre-
to, en algunos casos, es el de la «disposición (individual) a ser compensado».
2.” Por otra parte, un segundo origen o causa de la contradicción que se con-
firma en materia ambiental entre valor y precio es el funcionamiento deficiente de
los mecanismos habituales para la determinación de los precios en los sistemas eco-
nómicos, es decir, los fallos del mercado. Esta institución, como ya hemos puesto de
manifiesto, es la universalmente aceptada en las economías occidentales como la
mejor entre las opciones existentes para la determinación del precio de los objetos
de negociación. Pues bien, el «mercado», ni siquiera existe para muchos bienes y
recursos ambientales.
3.” Y, por último hay que mencionar en este ámbito, el fallo de los sistemas de
organización jurídica, fallo que extiende sus defectos a los mecanismos de la orga-
nización económica y que se concreta en la ausencia de una correcta definición y
asignación de los derechos de propiedad en la colectividad, especialmente intensa en
cuanto a los bienes y recursos ambientales.
Me dedicaré a continuación a expresar algunas reflexiones sobre el primero de
estos tres temas, dejando para el próximo apartado —el epígrafe 4—, la tarea de
realizaralgunas consideraciones sobre fallos del mercado y fiscalidad, concibiendo
«valores intr(nsecos» entre los que se encuentra el valor opción. Para los autores, Valor de uso = valor de
uso actual + valor opción. Valor intrínseco = valor existencia. Valor económico total = valor de uso
actual + valor opción + valor existencia. Valor opción = valor de uso (por el individuo) + valor de uso
por individuos futuros (descendientes y generaciones futuras) + valor de uso por otros (valor indirecto
por el individuo).
14 PEARCF, DAVID, W. y TURNER, R. KERRY: op cit., cap 15.
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a esta última como uno de los procedimientos destinados a reparar dichos fallos,
mas concentrados, quizás, en relación con los bienes y recursos ambientales
* * *
La dicotomía valor, precio se muestra en la actualidad como un problema con
solución deficiente por parte de la ciencia económica porque el crecimiento y el
desarrollo acelerados han requerido un uso tan intenso de los recursos y han dete-
riorado, a tal ritmo, el medio ambiente que los científicos que estudian la naturale-
za y los ecosistemas han dado la voz de alarma, concienciando a tos economistas
sobre un asunto considerado eminentemente teórico y que, tal vez, de no haberse
producido estos hechos, nunca mas habría mostrado la debilidad de sus soluciones
ni requerido de nuevo atención alguna
La ausencia de percepción de escasez en algunos bienes o recursos ambientales
antes de la presión y concienciación actuales, al lado de la ausencia de derechos de
propiedad sobre los mismos determinó su consideración como bienes libres y la
asignación para ellos de un precio igual a cero, a persar de su altísimo valor.
El precio positivo de otros bienes y recursos ambientales (igual que en los no
ambientales) quedaba determinadoen el «mercado», ante el desconocimiento por el
vendedor de la «disposicón al pago» por parte del comprador (de su función parti-
cular de demanda) y, asimismo, para el comprador, de la relación entre costes de pro-
ducción y beneficios pretendidos por el vendodor de este modo, tras el intercambio
pueden haberse generado, simultáneamente, un excedente del cunsumidor para el
tú
comprador y una «renta de la excasez» para el vendedor del bien o del recurso
> El pensamiento de los grandes maestros de la ciencia económica corno los Clásicos, Mart los
Marginalistas habían dejado resuelto este problema de modo coherente con el estado del conocimiento
en sus respectivas épocas históricas y, en ellas, ciertamente, la presión de las actividades humanas
sobre eí medio eran mucho menos intensas y la necesidad de recursos naturales mucho menor que en
nuestros días.
16 La Renta de la escasez es el beneficio neto que, en el equilibrio a largo plazo, obtiene el empre-
sano de una industria que lunciona en una economía de mercado que no cumple plenamente los requi-
silos de la competencia perfecta. En efecto, la mayor parle de las industrias no son industrias de costes
constantes a largo plazo: por ello, aunque exista libertad de entrada, los beneficios netos de los empre-
sanos de estas industrias, en ci equilibrio a largo plazo, no son eliminados por la competencia.
David Ricardo, como bien recuerda Tietenberg, «partiendo de que el precio de la tierra se determi-
naba por la unidad marginal de tierra menos fértil, sostuvo que las tierras cultivadas mas fértiles gene-
rarfan un beneficio para su propietario que no seda eliminado por la competencia, precisamente porque
la dotación total de tierrasera escasa. Ese beneficio que obtendrían los propietarios de las tierras mas fér-
tiles sería una «rentade la escasez».
Una disminución de los precios de mercado de la tierra, decía Ricardo serviría para reducir la can-
tidad ofrecida de tierras por debajo de la cantidad demandada de ellas, rebajando pero tío eliminando la
renta de la tierra, es decir, la renta de la escasez de los propietarios de las tierras mas fértiles. En una
industria de costes crecientes, el único camino de aumentar la producción es poner en cultivo las tierras
menos fértiles, En consecuencia, la producción adicional no disminuirá tos precios, corno ocurre, en caso-
bio, en las industrias de costes constantes, características de la competencia perfecta».
ToM TIISTENOERG: Environmental ciad Natural Resoarce Economics, second edition, Scott, Foresman
and Co., Boston, London, 1988, págs. 43-44.
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En la actualidad es reconocido ampliamente por los economistas que existen
otros factores distintos de los citados por Ricardo que justifican la existencia de
«rentas de la escasez».
En primer lugar, los relativos a la asignación de los recursos naturales no
ampliables (o, agotables). El empleo de éstos en la producciónhace surgir un coste
marginal de utilización positivo para la sociedad, puesto que su verdadero coste, su
coste social, no es internalizado por la industria 1?,
Utilizando sólo criterios estáticos, es bien sabido que si el empresario que
adquiere ese tipo de recursos para producir no paga por ellos un precio igual a su
coste social, coste que incluye al lado del coste privado (el de extracción, por
ejemplo) ese otro coste marginal de utilización para la sociedad, ese «coste externo»
como se le conoce habitualmente, no se logrará la eficiencia, aunque se cumplan
todas las demas condiciones necesarias para lograrla.
Para mantener la eficiencia dinámica, la eficiencia económica dentro la gene-
ración actual y las venideras, se exige algo mas que cada unidad de recurso no reno-
vable se venda a un precio superior al coste marginal de su extracción; se exige que
la reducción del stock de dicho recurso no ampliable, debido a su extracción por la
generación actual, sea compensada a las generaciones futuras que se enfrentarán a
una menor dotación global del mismo; satisfacer esto puede tener diversas conse-
cuencias pero, desde luego, al menos tendrá una concreta, que el precio por unidad
de ese recurso será mayor que el adecuado al caso de otros recurso con menor esca-
sez relativa. En tanto que ello no suceda, se generará una «rentade la escasez», para
quienes empleen en la producción estos recursos naturales no ampliables.
En tanto que los criterios de asignación intergeneracional no se contemplen y/o
ellos sean distintos de los de asignación óptima de la generación actual, su utiliza-
ción en el presente por cada adquirente generará una «renta de la escasez» que, en
este caso, pertenecerá también al que se apropió del recurso no ampliable y que for-
mará parte de su excedente ~
Pero es que también existe una «renta de la escasez», como reconoce Tieten-
berg, en el caso del uso de los recursos renovables, que también sonescasos, cuan-
do y porque la depreciación del medio ambiente no es valorada adecuadamente.
Este nuevo aspecto del debate actual, cuyo origen remoto se encuentra en el
pensamiento de David Ricardo se reconduce al tema de la determinación y aplica-
ción de un tipo de interés adecuado a los recursos ambientales renovables, dada la
imposibilidad de las generaciones futuras de intervenir en tales procesos de deci-
sión, en el presente; asi como a la cuestión de quién sea la institución o el agente
económico mas adecuado para representar y defender sus intereses, si «el mercado»
o «el Estado».
7 Este coste marginal de utilización es un coste de oportunidad que debería ser pagado, (en fonna de
disminución de beneficios) si el propietario del recurso y para el mismo, se desviase de la asignación
maximizadora de beneficios a lo largo del tiempo.
8 Numerosos autores integrados en el paradigma del Análisis Económico del Derecho sostienen que,
mientras los derechos de propiedad no estén definidos correctamente, esta renta de la escasez subsistirá.
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Por ello, los partidarios de la intervención pública en los temas ambientales, jus-
tifican el papel al Estado en este punto, por ser esta la institución mas adecuada, a su
juicio, para determinar y defender la aplicación de un precio que incorpore el valor
de la depreciación de los recursos renovables. El Estado debe intervenir mediante
alguno de los diversos sistemas disponibles para ello, aplicando instrumentos admi-
nistrativos y económicos de muy diversa clase, entre los cuales los tributarios
—ímpuestos, tasas y gravámenes de todo tipo— adquieren un papel protagonista.
Asi pues, como indirectamente reconocen hoy los economistas, el valor de los
recursos naturales no está, ni es facil que resulte determinado adecuadamente por
los mercados que actúan en tiempo presente.
En efecto, aunqueexistieran economías de mercado que cumplieran los requi-
sitos de la competencia perfecta y fueran incapaces de producirse rentas de la
escasez en el sentido ricardiano, subsistiría un coste marginal de utilización por el
empleo, en el presente, de los recursos no renovables que exigiría el pago de un pre-
cío adicional a quienes los utilizan hoy, en defensa de las generaciones futuras; y,
además subsistida un tipo de renta de la escasez para los recursos naturales reno-
vables, a no ser que se acertara en la valoración de la depreciación del medio
ambiente, cara al futuro.
Por ello y porque los concurrentes a los mercados actuales en los que se deter-
minan los precios de los recursos renovables y no renovables no han tendido, his-
tóricamente, a considerarlos y asumirlos, pagandolos a precios superiores a los
que han determinado su agotamiento y/o su reducción a ritmos superiores a la del
medio ambiente para regenerarlos, se deriva la idea de que una instancia superior,
como la del Estado, se ocupe de fijar dichos precios adicionales a los que los mer-
cados pasados han llegado y a los que los mercados presentes llegarían, en ausencia
de su intervención
Una aportación interpretativa de este conjunto de cuestiones, de cierto interés
por realizarse desde una perspectiva favorable, al menos, a las soluciones colecti-
vistas y ser expresada desde posiciones post-marxistas es la Charles Perrings ~
Charles Perrings parte de la distinción entre recursos libres y recursos de precio
positivo, que se corresponde con la de derechos de propiedad no reconocidos y
derechos de propiedad reconocidos a favor de alquien y, asimismo, con los con-
ceptos de exacción y transacción.
Tras la identificación de estos conceptos alternativos, en dos gmpos de tres ele-
mentos, Perrings deduce que cuando existe un recurso que carece de valor positivo,
ello implica que su generación y/o producción es independiente de cualquier otro
recurso con precio positivo; ello no impide la posibilidad de que los recursos que
carecen de precio positivo sean afectados indirectamente por actividades económi-
cas, a traves de la contaminación, por ejemplo.
Por ello, este autor proporciona una perspectiva diferente a la usual en la con-
sideración de la «escasez» como único factor explicativo de la distinción entre
bienes/recursos libres y económicos.
‘> CHARLES PERRJNcs: Economy andEnvironinen!, Cambridge University Press, 1987.
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Para Perrings, los recursos sólo son económicamente no escasos (libres) si
pueden ser obtenidos sin entregarningun recurso de valor positivo en ese proceso.
Mi pues, los recursos susceptibles de exacción son no escasos. Inversamente, los
recursos son económicamente escasos cuando su utilización en los procesos eco-
nómicos exige recursos de valor positivo para asegurar su posesión 20•
La exacción de los recursos medicanibientales implica su posesión y, por tanto
desde ese momento, dichos recursos, aunque aparentemente libres, estan inmersos
en el terreno del valor, lo que los convierte en económicamente escasos porque
quien los posee ha tenido que emplear recursos de valor positivo para asegurar su
posesión. «La posesión (en este sentido) es condición necesaria y suficiente para
que un recurso medioambiental tenga un valor positivo».
Pero, tambien reconoce este autor que el valor de los recursos sujetos a la
exacción no puede ser fijado en el marco de los procesos que rigen los recursos
objeto del intercambio; es decir, en el marco del sistema de precios. Por ello, los sis-
temas de valoración que surgen de las dos series de procesos, para ambos tipos de
recursos, son diferentes.
De este modo, Perrings, aunque su razonamiento sea claratuente distinto
del ordinario, coincide con la conclusión general de que el sistema de precios no
sírve para determinar el precio adecuado de los recursos ambientales, porque
estos recursos son externos al mecanismo de los precios y el mercado, por tanto,
no puede generar señales dentro de él (los precios> para objetos que no entran en
el ámbito del intercambio. Para este autor, los mercados son, pues, incomple-
tos 21
Por ello, concluye Perrings, la razón de que existan efectos externos ambien-
tales es que ni el impacto del deposito de residuos procedentes de los procesos eco-
nómicos en el medio ambiente (de las inserciones) ni los efectos de la utilización de
los recursos ambientales (de las exacciones), pueden ser observados a través del sis-
tema de precios. Asi pues, si el mercado no puede observar estas reacciones, en
menor medida podrá asignarles un precio a los b ienes y recursos que las provocan,
ni determinar quien ha de pagarlo.
Solo comienzan a ser observables los efectos de las exacciones cuando los
recursos ambientales comienzan a desapareceer y fuerzan intervenciones en su
asignación, de modo que el sistema de precios es requerido e interviene para forzar
un ajuste en la economía.
Por otra parte, el problema de las inserciones es mayor aún porque sólo serán
observables, creando señales a traves del sistema de precios, cuando la estructura
y/o el volumen de los residuos generen efectos sobre la cantidad o sobre la calidad
de los recursos naturales disponibles.
‘~ Posesión que no necesariamente hade tener caracter exclusivo, en el sen-tido de recaer en un úni-
co individuo; la posesión colectiva de los recursos puede existir. En cambio el término propiedad, en el
actual sistema de valores parece exigir el principio de exclusión. PERRIGFIS, CH.: op. cit. pág. 80.
21 En esta apreciación Perrings conincide tambien con la realizada por los teóricos del análisis eco-
nómico del derecho.
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4. EXTERNALIDADES AMBIENTALES Y SISTEMAS
PARA LA CORRECCIÓN DE SUS EFECTOS.
Llegados a este punto, parece suficientemente probado que gran parte de los
economistas estan convencidos del funcionamiento deficiente de los mercados
como mecanismos eficaces para revelar el verdadero valor de los bienes y los
recursos ambientales; las críticas efectuadas a la impropia e insatisfactoria identi-
ficación en todos los casos entre valor y precio de mercado han ayudado a obtener
la conclusión, pero es que también teóricos integrados en una corriente de pensa-
miento conocida con cl nombre de «Economía del Bienestar» esra conscientes de
ello desde hace décadas.
Ciertamente, la ciencia económica detectó hace al menos siete décadas la exis-
tenciade actividades económicas —de producción o de consumo— que generaban
perjuicios o beneficios a terceros no involucrados directamente en dichas activida-
des; los casos de contaminación del aire o del agua fueron los mas utilizados a titu-
lo de ejemplo para demostrar la existencia de externalidades negativas ligadas a la
realización de algunas de aquellas actividades económicas.
Desde entonces, la teoría económica trató de analizar, primero, los defectos del
mercado para determinar adecuadamente los precios de los productos generados y/o
utilizados, cuando en su producción o en su consumo se generaban costes y bene-
ficios externos, al lado de costes y beneficios privados y se dedicó a aconsejar, des-
pués, los métodos mas adecuados para que aquellas actividades económicas fueran
valoradas, de modo que los precios incluyeran la totalidad de los costes y beneficios
a ellas ligados.
La teoría tradicional según la cual los efectos externos producen fallos en el
mercado se formaliza a partir de dos trabajos publicados en la década de los cin-
cuenta, uno de James Meade, en 195222 y otro de Tibor Scitovsky, en 1954 23; en
ambos trabajos, sus autores llegan a la conclusión de que la razón de la existencia de
efectos externos es la interdependencia, (no independencia) entre las funciones de
utilidad y producción de los agentes económicos que operan en un espacio común y
que, sin embargo, el mercado no es capaz de captar24.Por ellos y desde entonces entendemos que la ineficiencia25 puede manifestar-
se en (generarse por) la existencia de externalidades o efectos externos en la pro-
ducción o en el consumo que afectan a empresas o consumidores que no participan
22 MLADri, 1. E.: «External Economies and Diseconomies in a Competitive Situation», Econom¿c
Joarnal, 62, 1952, págs. 54-67.
23 Sc¡rovssy, T.: «Two Concepts of External Ecoaoniicss>, Jourrtal of Polilical Economy, 62.
1954, págs. 143-151.
24 De hecho, la mayoría de las repturas de eficiencia-optimalidad del sistema competitivo se pro-
ducen por la existencia de divergencias entre las valoraciones del mercado y las del productor y/o de los
consumidores, como reconoce SEGURA, J.: Andl¿vis Microeconómico Saperior. Asignación y Precios, Ed.
SaltésMadrid, 1984, pág. 327.
25 g~ término ineficiencia está empleado aqui como sinónimo de falta de eficacia de los mercados
para conseguir el equilibrio competitivo
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directamente en la compra y/o venta de los bienes y de los recursos en el mercado,
dado que en el mundo real se registran sistemáticamente situaciones de interde-
pendencia, y puesto que estos efectos no se reflejan, totalmente o en absoluto, en los
26
precios de mercado
Aunque no pretendo profundizar en este aspecto de la cuestión en este momen-
to, diré, si embargo, que a esta línea de pensamiento se debe la introducción en el
análisis de la eficiencia económica, de los conceptos de coste social y beneficio
social, que incluyen los costes y beneficios privados junto a los externos, y que exi-
gen su total igualación para que la eficiencia económica se consiga; hablamos,
COifiO es obvio, de la eficiencia estática.
En la medida en que el mercado solo revele los costes y beneficios privados, el
equilibrio competitivo no conseguirá la eficiencia económica porque los precios de
equilibrso no incorporarán los costes y beneficios externos que la colectividad
experimenta y, así, la colectividad o parte de ella podrá mejorar su bienestar sin que
otra parte lo empeore mediante la reasignación de los recursos en la producción o en
el intercambio.
A medida que la literatura científica desarrolla la investigación acerca de la inte-
racción entre externalidades y eficiencia, el propio concepto de las externalidades se
complica, añadiéndose sobre aquella delimitación conceptual inicial clases distintas
de efectos externos, cuyas propiedades forínales e implicaciones de política eco-
nómica difieren significativamente. (externalidades pecuniarias y tecnológicas;
públicas o inagotables y privadas o agotables; propias o por creación de atmósfera,
etc).
Es muy clara la caracterización de las externalidades que ofírcen dos autores
bien conocidos en el análisis de esta temática, como son Raumal y Oates 27, Ellos
consideran que este concepto conviene dejarlo circunscrito al ámbito del medio
ambiente y de la calidad de vida de los ciudadanos. Esta es precisamente la opción
conceptual por la que se inclinan Buchanan y Stubblebine, refiriéndose a ella bajo la
denominación de «externalidad Pareto-relevante» 25
Tras recoger este último concepto de extemalidad en su conocida obra Lo teoría
de ¡apolítica económica del medio ambiente, Baumol y Oates 29 intentan propor-
26 En términos generales, un efecto externo puede detinirse por el hecho de que las funciones de uti-
lidad y/o las de producción de algún agente o grupo de agentes dependen de la asignación de recursos de
la economía en su conjunto. Definición tomada de SEGURA, J.: op. cit. pág. 333. En un sistema puro de
econortl(a de mercado, la existencia de efectos externos conduce a que la solución competitiva no sea ópti-
mao eficiente en el sentido paretiano, demostrándose formalmente de manera inmediata que ello es asi,
porque no coinciden las condiciones de primer orden de nhaximización de la ulilidad con las de óptimo.
27 BAoMoL, W. y OAThs, W.: Lo teoría de ja política económica del medio ambiente, traducción al
espaflol de la edición de 1975: The Theory of Environmeníal Policy, 1975, editada por Antoni Bosch,
Barcelona, 1982.
29 BUCJIANAN i. Nl. y SIUBBLEBINE, W. C.: «Externnlity», Economica, XXIX , November, 1962,
págs. 371-84. La externalidad Pareto-relevante está presente cuando, ene1 equilibrio competitivo, son
violadas las condiciones (marginales) de asignación óptima de los recursos.
“ BAUMOU, W. 5. y OÁrrs, W. E.: The Theory of Environmenraí Policy, second edition, Cambridge
Llniversity Press, 1988, págs. 17-23
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cionar una definición alternativa de externalidad, que resumimos a continuación, a
través de las condiciones que ha de satisfacer para su existencia.
«1.a Condición, Existe una externalidad siempre que las relaciónes de utilidad
o producción de algnn individuo (por ejemplo, A) incluyan variables reales (es decir,
no monetarias) cuyos valores han sido escogidos por otros (personas, sociedades mer-
cantiles, gobiernos) sin atención particular a los efectos sobre el bienestar de A É
22 Condición. Que el agente decisor, cuya actividad afecta a los niveles de
utilidad de otros, o entra en sus funciones de producción, no recibe (paga) en com-
pensación por su actividad, una cantidad igual en valor a los beneficios o costes —
marginales— ocasionados31.
En el centro del ámbito temporal en el que estaba produciéndose lo mas granado
de la literatura científica sobre las externalidades aparece publicado el artículo de
Ronald Coase, titulado «El problema del coste social» 32, que marca el acento en dos
aspectos del tema que nos ocupa, cuyo desarrollo ha tomado derroteros bien distintos:
El primero de estos aspectos es el conocido como Teorema de Coase, gracias a
la obra de Stígler33, que se expresa así, en términos de este último autor: En com-
petencia perfecta t los costes privados y los costes sociales serán idénticos.
El segundo de estos aspectoses la discrepancia que Coase manifiesta acerca de
la solución dada habitualmente hasta entonces, para corregir algunos tallos del
mercado que hacían imposible la eficiencia; concretamente, los fallos debidos a la
no internalización de los costes y beneficios externos de las actividades de los
agenteseconómicos en muchos úmbitos, por su no incidencia (en esos casos) en los
precios de equilibrio. Esa solución consistía en facilitar la intervención del sector
público, o si se quiere, en propiciar las llamadas «soluciones pigouvianas» al pro-
blema creado por las externalidades.
La posición general que se adopta por los coasianos en relación con el tema que
nos ocupa es, en términos generales. la siguiente: La eficiencia en el uso de los
recursos medioambientales por parte de las empresas y los consumidores depende
de los derechos de propiedad que rigen esos recursos; la ausencia de unos derechos
de propiedad bien definidos es la causa de los problemas medioambientales, los
“ Esta definición no debe confundirse con una ecuación simple entre externalidades e interdepen-
dencia económica... (en nota de los autores: «esta definición se refiere a los efectos que operan a través
de las funciones de utilidad o de producción y, además, esta relación se mantiene en ausencia de pre-
siones reguladoras para controlar la actividad)... Nótese que esta definición excluye casos en los que
alguien, deliberadamente, haga algo para afectar al bienestar de A, requisito que no puede producirse,
como Mishan había enfatizado».
~‘ Esta segunda condición es necesaria si ta externatidad hade tener todas las consecuencias desa-
gradables, incluyendo las ineticiencias y mala asignación de los recursos que se asocian con el concep-
to de externalidad... Sin embargo, como sugiere el Prof Dorfrnan, uno puede preferir la definición deque
existe externalidad, cuando se cumple la condición 1, tanto si se producen de hecho tales pagos como si
no.
32 COASL, R,: Tite Problem ofSocial..., op. oit.
“ Geo~ce SrtGLER: Tite Theo~y ofprice, 3% ed., New York, Macmillan Co.. ¡966; traducida al espa-
íiol con el título de: Teoría de los Precios, Aguilar, Madrid, 197 y ss.
~ Que, entre otras, incluye como exigencia la ausencia de costes de trasaccion.
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cuales desaparecerían si se alcanzase una completa definición de esos derechos en
la colectividad y una correcta asignación de ellos entre los individuos que la com-
ponen.
Con el término «derechos de propiedad», se alude en economía, generalmente,
al conjunto de normas jurídicas de derecho privado o público (derechos reales
tales como la propiedad, usufructo; concesiones de todo tipo, etc.) que proporcionan
el título (propietario, concesionario, usufructuario, etc) capaz de sustentar todas las
posibles y diversas actuaciones de los particulares, aislada o colectivamente, rela-
cionadas con los recursos existentes.
Pues bien, Ronald Coase defendió, en 1960, que los recursos, independiente-
mente de lo que resultase de aplicar las leyes sobre la propiedad en relación a los
mismos, se destinarían al uso mejor retribuido de todos los posibles porque el
derecho a su explotación sería finalmente adquirido por aquel para quien dicho
recurso fuera mas valioso, en un contexto de ausencia de costes de transacción.
Esta tesis, la resume el propio Coase en fecha mas reciente, en 1988 ~, diciendo
que «la delimitación de los derechos de propiedad es un presupuesto esencial para
las transacciones de mercado (acerca del recurso), pero su resultado último —el que
maximiza su valor de producción— (en términos de asignación, por tanto) es inde-
pendiente de las opciones legales», en ausencia de costes de transacción, evidente-
mente36
«Si las transacciones de mercado se realizasen sin costes, todo lo que importa
(cuestiones relativas a la equidad, apane) es si los derechos de las diversas partes
(que concurren en el mercado) están bien definidos y silos resultados de las accio-
3?
nes legales son fáciles de preveer»
En mi opinión, por tanto, la tesis es la siguiente: Si los costes de trasacción no
existen, los costes privados y los costes sociales serán iguales (en terminología de
Sílgier) y/o, el valor de la producción será máximo (en terminología del propio Can-
se, acerca del llamado Teorema de Coaseft.
Quizas, sea aún mas claro expresar dicha tesis de este otro modo: En un
mundo sin costes de transacción39 y con unos derechos de propiedad plenamente
~ RONALO COAsE: The Firm, rite Mar/ca and tite Lite, Ttse University of Chicago Press, Chicago
and London, 1988.
~< Rop~stn COASE: Tite Fina..., op. cit., pág. 158.
~ RONALD COASE: Tite Fir,,,.., op. ciÉ., pág. 119.
>< Co~sr, R. II: Tite Fina..., op cit. pag. 158, sostiene que ambas formas de expresar este Teorema
~<noson inconsistentes. El coste social representa el valor máximo que pueden obtener los factores de
producción en un uso alternativo. Los productores, sin embargo, que están solo interesados en maximi-
zar sus propias rentas, no se preocupan por el coste social y, por ello, realizarán una actividad si el valor
del producto de los factores empleados es mayor que su coste privado (que es la cantidad de renta que
estos factores pueden ganar en la mejor de sus utilizaciones alternativas). Pero si el coste privado es igual
al coste social, se deduce que los productores sólo realizarán una actividad si el valor del producto de los
factores utilizados es mayor que el valor que ellos podrían generar en su mejor utilización alternativa. Es
decir, con costes de transacción nulos, el valor de la producción sería máximo».
>~ Lo que es una exigencia incluida por el paradigma neoclásico, para la definición de una economía
de mercado en competencia perfecta.
‘y
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definidos sobre todos los recursos posibles y asignados 40, el equilibrio competi-
tivo logrará la eficiencia económica respecto a la totalidad de los recursos de la
colectividad.
La realidad, sin embargo, no permite considerar el supuesto de ausencia de cos-
tes de trasacción como generalizable; por el contrario, como reconoce el propio
Coase, «a veces esos costes son tan altos que hacen muy dificil cambiar la estruc-
tura de derechos derivada de las leyes» (la delimitación legal de los derechos), que
no siempre es correcta.
A pesar de esta realista observación de Coase capaz por su rotundidad de
desestimular esfuerzos intelectuales posteriores en la línea de pretender eliminar efi-
cientemente la causa de la discrepancia entre costes privados y costes sociales, la
cuestión ha tomado derroteros bien diferentes.
En efecto, se sostiene por parte de múltiples autores, continuadores de esta
línea de pensamiento, respecto de los bienes privados y también de los bienes
públicos generadores de efectos sociales, que una correcta estructura de los derechos
de la propiedad conducirá a la colectividad que la posea a disponer de una asigna-
ción eficiente de los recursos (medioainbientales y no), en una economía de mer-
cado que funcione adecuadamente4’.
Su planteamiento de la cuestión, en términos sintéticos y referida al tema
medinambiental, es la siguiente: la causa de los efectos externos (generalmente
negativos) que sufre el medio ambiente por la actual forma de operar del sistema
económico, dada la interdependencia directa-42 entre los procesos económicos y los
medioambientales, se debe a que los mercados son incompletos. negociándose en
ellos sólo los bienes privados que son los únicos cuyos derechos de propiedad
están definidos por el sistema social43.
~» Correcta o incluso incorrectamente en el momento inicial (lo que es indiferente, porque la refor-
ma de su delimitación legal inicial incorrecta puede realizarse sin costes).
~ Entre ellos, destacan DAHLMAN, C. J.: «Ile Problem of Externality», Joarnal r~f Lun’ and Eco-
nota,es, 22,1979, págs. 141-162, cuya versión en español se encuentra en ¡-lacienda Pública Española ni
77, 1982, págs. 271-287 y DLM5ETZ, 1-1.: «Toward a Theory of Property Rights>s, American Economie
Recien’. 57, 1967, págs. 347-359, cuya versión en español se encuentra en Hacienda Pública Espatiola.
nf 68. t981, págs. 286-295 y en Cxunns.o, Fi Lecturas de Economía Política, Minerva Ediciones,
Madrid, 1991, págs. 23-36.
42 La interdependencia directa y la indirectaentre los procesos económicos y los ambientales fueron
distinguidas por James Meade en 1952. La directa genera, según Meade, factores de prnducción no paga-
dos, ya que el output de una actividad es afectado por la introducción directa de inputs gratuitos en ella,
derivados de alguna otra actividad. La interdependencia indirecta es responsable de la «creación de
atmósfera»; es decir, el output de una actividad es afectado por el estado del medio ambiente gratuito que
es común a todo un conjunto de actividades, siendo éste, a su vez, afectado por una o mas de esas acti-
vidades. MEADE, J. E.: Externa!Economies and..., op. c¡t.
~ En efecto, para Detaseiz, en los mercados incompletos, el grado o nivel de esta característica (de
la amplitud y/o profundidad del mismo mercado) es función del nivel de los costes de transacción
relativos al valor de los efectos externos, porque «los derechos de propiedad fomentan el dar caracter
interno a los efectos externos, siempre que los beneficios de este proceso sean superiores a su coste»
(1991, op. cit, pág. 26); y «los derechos de propiedad surgen cuando se hace económico para aquellos
afectados por efectos de caracter externo. internalizar beneficios y costes» (199!, op. cit., pág. 30).
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La solución al problema consiste en crear mercados para los efectos externos, a
traves de la asignación de derechos de propiedad, ajuicio de Coase y de la mayoría
de sus seguidores.
Lo que ocurre es que, como Coase, Demsetz reconoce que hay algunas ocasio-
nes (cuando los afectados por la externalidad negativa son muy numerosos) en las
que esta pretensión puede ser diftcil de obtener: «en tales casos (en el caso del humo
que procede de las chimeneas de todo un distrito industrial) puede ser demasiado
costoso intemalizar estos efectos a traves del mercado» 4I•
Posteriormente otros de los seguidores de Coase, Dasgupta y Hea/45, proponen
para solucionar la mayor parte de los problemas asociados actualmente a los recur-
sos de propiedad pública, actuar intoduciendo medidas legislativas que definan
este tipo de derechos de propiedad, con el fin de conseguir su asignación entre las
partes (privadas) involucradas en el efecto externo.
Asi pues, se trataría de ampliar o profundizar el mercado dejando que éste
actuase en relación con todos los recursos existentes porque, de ese modo, sus
propietarios cuidarían de que los precios de mercado revelasen su valor máximo
posible; asi en su opinión, dejarían de existir las externalidades negativas (o positi-
vas) que se generan en la actualidad y que se pretenden corregir por los seguidores
de Pigna, con la actuación del Estado.
Esa correcta estructura de los derechos de propiedad que es una condición
necesaria y suficientepara la eficiencia, desde esta perspectiva, posee las siguientes
características: Universalidad; Exclusividad; Transferiblilidad y, finalmente Fuerza
Vinculante.
— Universalidad, en el sentido de que todos los recursos son de propiedad pri-
vada y sus títulos jurídicos están perfectamente especificados.
— Exclusividad, que implica que todos los beneficios y costes que se derivan
de la apropiación y el uso de los recursos se acumulan en su propietario y
sólo en él, bien directamente, bien indirectamente como resultado o conse-
cuencia de su venta a otros.
— Trausferibilidad, que exige que todos los derechos de propiedad sean tras-
ladables desde su propietario a otros individuos, mediante el cambio volun-
tario y sin costes de trasacción.
— Fuerza vinculante, que asegura que los derechos de propiedad no se verán
reducidos o limitados por otros individuos, a expensas de la voluntad de su
titular46.
Ante una estructura de los derechos de propiedad que goce de estas caracterís-
ticas, los propietarios de los recursos tienen poderosos incentivos para usarlos efi-
cientemente porque una disminución del valor de cada recurso, representa una
~ DEMSErZ, E.: Totearda Tbeory of.., op. cii., pág. 34.
“ DASGUPrA, P. 5. y HFAt., O. M.: Econonuic Titeory of Exitauslible Resources, Cambridge IJni-
versity Press, 1979, pág. 77.
~< Lo que exige, lógicamente, la existencia de responsabilidad por daños,
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pérdida personal en la que su propietario no quiere incurrir. Ello se debe a la inter-
nalización de los costes y beneficios externos (que ya no existirían como tales, en su
acepción tradicional) en cada una de las actividades de consumo y producción, ya
privadas totalmente. Cuando aquellos derechos de propiedad bien definidos fueran
objeto de intercambio en una economía de mercado, sin costes de transacción, el
mismo intercambio facilitaría la eficiencia.
Se está hablando de la eficiencia estática o de la eficiencia sin calificativos; es
decir, siempre que no se haga parte del problema el tiempo o la disponibilidad de
esos recursos para las generaciones futuras. La eficiencia estática queda garanti-
zada a corto, pero también a largo plazo, si el mercado cumple los requisitos de la
competencia perfecta, en opinión de los representantes de esta aproximación teó-
rica.
El beneficio neto de la sociedad, dicen, será igual, a corto plazo, a la suma de
los beneficios de empresarios y consumidores pero, a largo plazo, sólo igual al
beneficio neto de los consumidores puesto que los que corresponden a los empre-
sarios habrán desaparecido al ser constantes los costes marginales a largo plazo de
la industria a la que ellos pertenecen y/o, por tanto, al ser horizontal su curva de
oferta a largo plazo.
Esta precisión relativa al largo plazo que hacen los partidarios de las tesis que se
estan exponiendo garantiza también, desde su punto de vista, la eficiencia dinámi-
ca, pues el largo plazo es la sucesión, sin ruptura, de indefinidos periodos de corto
plazo.
Siendo estas las conclusiones básicas de los seguidores de Coase en un mundo
sin costes de transacción, sin embargo, ellos mismos comienzan a discrepar cuando
se supone que existen costes de transacción.
En efecto, cuando existen costes de transacción, ya no es seguro que la inter-
vención del sector público proteja el medio ambiente peor que un sector privado que
negocie entre sí unos derechos de propiedad que, correctamente definidos y asig-
nados, sólo existen en un mundo ideal de instituciones perfectas.
La realidad a la que hacen continua referencia, tanto el propio Coase en 1988,
como los continuadores de esta línea de pensamiento, como, incluso, quienes pro-
fundizan en conceptos tales como las «rentas de la escasez» y/o la «búsqueda de
rentas», etc. nos sugiere que quizas no sea eficiente siquiera intentar establecer esa
nueva y mejor estructura en los derechos de propiedad, por los altos costes en
tiempo y en recursos colectivos que tál iniciativa conlíeva.
5. FISCALIDAD Y MEDIO AMBIENTE
La llamada tradición pigouviana, según una interpretación generalizada47, difie-
re netamente de las soluciones propuestas por Coase y sus continuadores, respecto
al modo de resolver los problemas generados por los efectos externos que pueden
Que no es compartida plenamente por la autora, asi como tampoco por AGtJJLERA KLINL, 995.
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sufrir o disfrutar los terceros individualmente considerados o la colectividad como
un todo, por los actos de otros agentes, ya en relación con los bienes y recursos eco-
nómicos, ya con respecto a los bienes o recursos libres.
Es lógico que cite ahora ambas clases de bienes y recursos porque cuando
Pigou escribe la «Economía del Bienestar»por primera vez, es decir la primera edi-
ción de esta obra pioneraque expresa sus ideas al respecto y de la que arrancan múl-
tiples autores que posteriormente la desarrollan y perfeccionan sustancialmente, era
el año 1920 y entonces, la dicotomía entre bienes libres y económicos estaba ple-
namente en vigor.
Ejemplos múltiples existen en esta obra de Pigou acerca de los perjuicios para
«terceros» derivados de la contaminación atmosférica o la de las aguas continenta-
les (por humos emitidos por una fábrica, por vertidos a las aguas); y de la dificultad
de evitar la sobreexplotación de determinados recursos naturales, por causas diver-
sas (la ausencia de titularidad privada de ellos, su aparente abundancia), etc. A esos
problemas destacados por Pigou en 1920 es a lo que hoy denominamos problemas
ambientales.
Por su parte, Pigou propugnaba que cuando los efectos externos derivados de la
actividad individual o de la desarrollada por una empresa fueran negativos para ter-
ceros, quienes los produjeran debían pagar un precio; cuando la perjudicada era la
colectividad en su conjunto o no podía determinarse con exactitud el número e
identidad de los afectados, quienes producían la externalidad negativa debían
pagar un impuesto. Inversamente, silos agentes económicos generaban un efecto
externo positivo para la colectividad, es decirun beneficio gratuito, en principio,
por las mismas razones, éstos debían recibir un pago o una subvención.
Pigou era partidario, pues, de la intervención del Estado como institución mas
adecuada para actuar, cobrando un impuesto o abonando una subvención, cuando no
fuera «eficaz» dejar en manos privadas, en poder del mercado en definitiva, la
corrección de las externalidades negativas o positivas.
Desde 1920 hasta hoy mas de 7 décadas han transcurrido y mucho se ha escrito
por los científicos de la naturaleza y los científicos sociales acerca de cómo identi-
ficar, valorar, corregir y prevenir lo que podríamos llamar «deterioro ambiental» por
causa de las actividades humanas y mucho se ha avanzado en la línea de considerar
que es preciso integrar mas adecuadamente en el sistema natural, en el sistema eco-
lógico global, el subsistema económico. Porque es precisamente este subsistema
económico el que necesita utilizar recursos naturales primarios y/o derivados como
inputs de los procesos de producción destinados a la generación de otros bienes y
servicios mas complejos, mas capaces de satisfacer las necesidades individuales o
colectivas, cada día mas amplias y sofisticadas, y el subsistema que esta poniendo
en riesgo el equilibrio físico-químico y biológico de la Tierra.
A lo largo de estos mas de 75 años, la conciencia acerca de la necesidad de
corregir todas estas disfunciones para proteger el equilibrio de los ecosistemas,
para proteger el medio ambiente, se ha convertido en conciencia colectiva y, por
ello, las organizaciones políticas que esa colectividadhumana se ha proporciona-
do para gestionar sus intereses como suma de individuos y sus mismos intereses
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individuales, han tomado como una mas de sus funciones, la de actuar en materia
ambiental.
Las «prescripciones de Pigou» fueron concretándose posteriormente y entre
los autores cuya cita no puede olvidarse está la de James Meade que, ya en
1952, recomendaba el uso de impuestos/subvenciones pigouvianos para corre-
gir este tipo concreto de fallos del mercado. Porque la solución mayoritaria de la
colectividad ha consistido en la asignación al sector público, preferentemente, y
a la sociedad civil organizada en menor medida, de una nueva función: Proteger
el medio ambiente, Esta realidad; ella es perfectamente constatable y está ava-
lada por cualquier método de observación que apliquemos sobre los datos que
ella misma nos proporciona.
La asignación preferente de esta función al sector público moderno ha hecho
aparecer, en esta ultima parte del siglo xx, numerosas figuras tributarias, tasas,
cánones, impuestos, cargas y gravámenes en general, que se han establecido en los
países desarrollados del mundo, sustentados en el Principio «Quien Contamina,
Paga». Pero, al mismo tiempo, se ha observado una tendencia clara a que los Pre-
supuestos de los entes públicos y las normas jurídicas a ellos ligados establezcan
provisiones, métodos y sistemas diversos de subvencionar al «contaminador» el
cual, a veces da la sensación de que «cobra» mas que «paga», en contra de lo que
expresa el citado principio incluido taxativamente en diversos Tratados Internacio-
nales y normas constitucionales de los países desarrollados.
Con esta breve referencia pretendo poner de manifiesto pero no introducirme en
una de las mas granadas polémicas económicas de la actualidad, entablada a nivel mas
bien teórico, la que discute acerca de si no es mas bien un problema que una solución
el que, a lo largo del siglo xx, la ciudadanía haya atribuido al Estado »indebidas, o
excesivas» competencias o mandatos equivocados sobre qué hacer para proteger a la
colectividad del abuso de los recursos naturales y los bienes ambientales.
Las posiciones mas radicales y dogmáticas en uno u otro sentido son manteni-
das, como no podía ser de otra manera, por herederos intelectuales de los maestros,
los cuales son capaces de situarse cómodamente a medio camino entre los extremos,
ofreciendo altas dosis de relativismo y pragmatismo48.
En resumen, esta última parte del siglo xx ha sido testigo de una tal prolifera-
ción de políticas públicas de corrección y prevención del deterioro del medio
ambiente y los recursos naturales que se han generado, con ellas, taxonomías y cla-
sificaciones según múltiples criterios. Una de las mas populares es la que divide los
instrumentos al servicio del sector público para conseguir esos fines de protección
y prevención de daños ambientales en: instrumentos administrativos o regulatorios,
por un lado, e instrumentos económicos, por otro.
‘< No olvidemos que el propio (Soase y sus discípulos mas cercanos, muchos de ellos, críticos
integrados en et paradigma de los «derechos de propiedad» reconocen que, cuando existen costes de tran-
sacción, ya no es seguro que la intervención del sector público proteja el medio ambiente peor que un
sector privado que negocie entre sí unos derechos de propiedad conectamente definidos y asignados. La
realidad a la que hacen continua referencia, tanto el propio (Soase en 1988 y sus continuadores, como
quienes profundizan en conceptos tales como las «rentas de la escasez» y/o la «búsqueda de rentas»
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Las dos tablas que se incluyen seguidamente contienen de manera sintética
las mas frecuentes formas que adquieren los instrumentos económicos, los preferi-
dos por la praxis política desde hace dos décadas, entre los cuales hay que situar en
lugar preferente a los instrumentos tributarios; es decir, a la «fiscalidad ambiental»
(Tabla II).
Tabla 1
INSTRUMENTOS ECONÓMICOS DE CARÁCTER AMBIENTAL
Cargas y gravámenes — Por vertidos y emisiones.
— Por servicios de tratamiento de los desechos.
— Sobre productos contaminantes:
• fabricación, o
• utilización.
— Sobre productos para los que se han organizado un
servicio de eliminación (ej.: aceites lubricantes).
— Por autorización y/o control.
Para disuadir la producción y/o el consumo.
— Para estimular la producción y/o el consumo
(ej.: impuestos menores sobre la gasolina sin plomo).
Ayudas Financieras — Subvenciones.
— Créditos blandos.
— Incentivos fiscales:
• Créditos al impuesto por inversión.
• Amortización acelerada.
• Estímulos en 1 .i- D.
Sistemas de Consignación
o Depósito
Implica un sistema de recogida y un recargo en el precio
de los productos que se devuelve cuando estos retornan
al sistema económico.
Creación de Mercados — Mercados de derechos de emisión.
— Mercados con intervención de precios.




— Gravámenes de no cumplimiento.
— Depósitos de garantía.
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2. 1. Impuesto por clase
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Fuente originaria: La Fiscalidad y el Medio Ambiente. Políticas Complementarias, OCDE, 1993.
Bajo el concepto de instrumentos económicos se integran aquellos mecanismos
introducidos en el funcionamiento de la economía por el sector público o por el sec-
tor privado que, con el objetivo de mejorar el medio ambiente, proporcionan incen-
tivos monetarios para la toma de decisiones voluntarias (no coercitivas) en los
contaminadores, según una definición hecha popular por la OCDE.
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Estos instrumentos, por tanto, implican una transmisión financiera entre los con-
taminadores y la colectividad; es decir, afectan a las estimaciones de costes y
beneficios de las acciones alternativas disponibles para los agentes económicos, con
el fin de orientar sus procesos de decisión en una dirección que conduzca a mejorar
el estado del medio ambiente, frente a la situación en que se encontraría sin la pre-
sencia de estos instrumentos.
Así pues, los instrumentos económicos, al contrario que las medidas de regula-
ción directa, al contrario que los instrumentos administrativos o regulatorios, dejan
libres a los agentes para responder a ciertos estímulos, en la medida en que los con-
siderenmas beneficiosos para sus actividades.
En efecto, los instrumentos económicos actúan por medio de señales económi-
cas en los mercados frente a las que los contaminadores reaccionan voluntariamente,
puesto que actúan a modo de estímulos financieros, sin estar obligados o compeli-
dos a ello por el sistema administrativo o jurisdiccional especifico del país al que
pertenecen.
Los efectos de la aplicación de los instrumentos económicos para la protección
del medio ambiente, consisten en la toma de decisiones relativamente simples por
parte de los contaminadores; simplicidad, al menos, desde la perspectiva de que el
proceso de razonamiento que es adecuado al efecto, es idéntico al que están habi-
tuados a seguir: el método coste-beneficio. La alternativa para los contaminadores
es clara:
— seguir contaminando y pagar;
o, establecer sistemas de reducción de la contaminación en el interior de las
empresas que la generan que alteren la función de producción previamente
seleccionada, sustituyéndola por otra mejor adaptada a la protección
ambiental y beneficiándose, si es posible, de alguna tipo de ayuda financie-
ra existente (subvenciones, préstamos, amortización acelerada, etc);
— o, quizás, destinar parte de su excedente de explotación a la investigación de
procesos productivos menos contaminantes, mediante cánones, licencias nego-
ciables, tasas por no conformidad, depósitos por buen comportamiento, etc.
Entre los instrumentos económicos se pueden enumerar los diversos tipos de,
tasas y cánones, ayudas financieras, derechos de emisión, etc., así como también, los
que ejercen una acción directa en los precios relativos, como es el caso de la fijación
de tarifas de los servicios y la fiscalidad propiamente dicha de algunos productos,
como ha podido comprobarse de la lectura de las dos Tablas anteriores.
El contenido conceptual básico de los conceptos individuales incluidos en la
Tabla 1, según se deduce de diversas publicaciones de la OCDE, es la siguiente:
Cargas que pueden ser consideradas, al menos en términos relativos, como pre-
cios que hay que pagar por contaminar, dado que los contaminadores implícita-
mente utilizan los bienes y/o servicios del medio ambiente, al entrar éstos en sus
estimaciones privadas de tipo coste-beneficio. Las cargas ejercen efectos sobre los
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incentivos que serán mayores o menores según cual sea el volumen de la carga,
dependiendo de las alteraciones en los costes derivados del pago de la carga corres-
pondiente así como de los cambios en los precios de los productos generados por
quienes soportan la misma; también, las cargas pueden tener efectos redistributivos,
dado que los ingresos procedentes de su exacción pueden utilizarse para fines
colectivos relacionados mas o menos directamente con la protección correctora o
preventiva del medio ambiente. Entre las cargas, las mas frecuentes son las impues-
tas por emisión de elementos contaminantes; por servicios prestados; sobre los
productos; administrativas y las que suponen una diferenciación fiscal.
Ayudas financieras o subvenciones que pueden actuar como incentivos para
que los contaminadores alteren su comportamiento; se conceden a las empresas que
tienen problemas derivados del cumplimiento de las normas administrativas que
fijan la calidad mínima de los residuos, la cantidad máxima de emisiones de gases,
etc. Estas ayudas financieras o subvenciones pueden adoptar múltiples formas,
siendo las mas utilizadas las subvenciones propiamente dichas, los créditos blandos
y los beneficios fiscales.
Sistemas de depósito y devolución; estos sistemas consisten en aplicar una
carga adicional sobre el precio de los productos potencialmente contaminadores, por
si mismos o por sus residuos, y que es devuelta cuando la contaminación es evitada
y/o los residuos de los productos son acopiados a través de algún sistema de reco-
gida.
Sistemas de creación de mercados; estos mercados «artificiales» en los que sus
agentes negocian derechos, bien derechos de contaminación propiamente dichos,
bien derechos a contaminar actual o potencialmente, pueden adoptar muy variadas
formas; los mas frecuentes son los mercados de emisiones, las intervenciones sobre
los precios por parte de la Administración y el seguro obligatorio de los daños del
medio ambiente para los polucioriadores.
La alternativa de crear mercados de emisiones es, para muchos, similar en sus
efectos a la de utilizar cargas fiscales por contaminar e, incluso, resulta mejor que
ésta para algunos estudiosos del tema, además de ser la opción preferida por deter-
minados países entre los que se encuentran los Estados Unidos de América; los mer-
cados de emisiones suelen acompañar a las medidas de regulación directa defini-
doras del volumen máximo de contaminación posible. Cuando los contaminadores
se sitúan por debajo del límite máximo de contaminación permitida, pueden vender
los derechos de emisión sobrantes a otras empresas las cuales, desde ese momento,
pueden generar mayores volúmenes de polución que antes de producirse el inter-
cambio.
La intervención en los precios trata de alterar tos precios de equilibrio de algu-
nos productos o residuos, en mercados ya existentes por tanto, con el fin de generar
precios garantizados «ex ante» o de facilitar la pervivencia de algún mercado.
Estas intervenciones, cuando elevan los precios de los objetos negociados producen
efectos similares a las cargas, pero también pueden ser de sentido contrario (cargas
negativas).
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El seguro obligatorio de daños almedio ambiente consiste en establecer la obli-
gación de formalizar un seguro por el daño ambiental que puedan causar los con-
taminadores, o para cubrirse del riesgo de no poder satisfacer los costes asociados a
la limpieza de alguna zona afectada o, bien, del almacenamiento de los residuos
contaminantes, etc.. Así, se crea un mercado en el que los riesgos de esas activida-
des y/o deterioms son transferidos a las Compañías de Seguros, que aplicarán todo
el sistema de ~<bonus»y «malus» para quienes queden por debajo o superen los
valores de la probabilidad del supuesto que se aseguró y que, a su vez, determinó la
cifra a pagar como prima por el asegurado.
Incentivos al cumplimiento de reglamentaciones; esta categoría de instru-
mentos engloba, tanto las «tasas por no conformidad», como las «garantías de
buen fin», y podría considerarse mas una categoría legal que económica porque,
para su existencia, requiere de dichas reglamentaciones a las cuales se ligan estos
instrumentos. Las tasas por no conformidad son pagos que se han de realizar por
parte del contaminador, si no ha cumplido la reglamentación. Las garantías de
bien fin consisten en la compra de «bonos» por los potenciales contaminadores que
la Administración exige cuando establece una nueva reglamentación medioam-
biental y, con el fin de adelantarse a un potencial imcumplimiento de ella, median-
te la recogida anticipada de fondos; el importe de esos fondos le es devuelto al
potencial incumplidor de la nueva reglamentación, una vez probado que no lo ha
sido.
La preferencia de la política ambiental correctora o preventiva europea por los
instrumentos económicos en la actualidad y, dentro de ellos, por los tributarios
podría ser una «moda» pasajera. Para algunos problemas ambientales concretos, por
ejemplo para las emisiones de gases de efecto invernadero a la atmósfera, algunos
países como los Estados Unidos de América parecen preferir la creación de «mer-
cados de emisiones» a la aplicación de instrumentos fiscales.
En cualquier caso, un gran número de expertos, economistas especializados en
temas ambientales, y numerosas investigaciones están hoy centradas en el análisis
de la eficacia de los diversos instrumentos para la mejora del funcionamiento del
sistema de precios como mecanismo de asignación de los recursos de la colectividad
y/o en la evaluación de cual sea la vía mas adecuada para lograr integrar al merca-
do como mecanismo de protección y defensa medioambiental.
También hay que destacarque los impuestos específicos son, de todos los ins-
trumentos económicos existentes para la corrección del deterioro ambiental o para
la protección preventiva de éste, los que están recibiendo en nuestros días una
mayor atención, y sobre todo en el ámbito de la contaminación atmosférica de
gases responsables del efecto invernadero; no en vano los 137 paises reunidos en la
Conferencia de Rio de Janeiro sobre el Medio Ambiente trataron de vincular a los
asistentes a ella a la implantación de un impuesto de este tipo y que la CE. aprobó
en junio de 1992, con este fin, un proyecto de Directiva que pretendía la implan-
tación de un impuesto sobre el CO/energía.
Esperemos que la ciencia y la experiencia encuentren un camino eficaz para ase-
gurar un desarrollo económico sostenible que, según opinión de David Pearce
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experto bien reconocido en este tipo de análisis y con cuya conflución la autoracoin-
cide, es la única solución éticamente justa y económicamente eficaz para garantizar
la solución de los problemas ambientales actuales y el legado a las generaciones
futuras de un stock de recursos naturales «suficiente» para su desenvolvimiento que,
a la vez, asegura el equilibrio de los ecosistemas del planeta.
